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Resumen

	 Este policy paper analiza la evolución de la incorporación del cambio climático en la agenda gubernamen-
tal colombiana y examina los principales desafíos para implementar políticas de adaptación, mitigación y transición 
justa. El cambio climático ingresó inicialmente como un asunto técnico y diplomático vinculado con los compro-
misos internacionales de Colombia, pero progresivamente se convirtió en un problema de desarrollo que requiere 
coordinación intersectorial, territorial y multinivel. La producción de información científica, las Comunicaciones 
Nacionales, los documentos CONPES, la ola invernal de 2010-2011 y la creación de instrumentos como el Plan 
Nacional de Adaptación al Cambio Climático y el Sistema Nacional de Cambio Climático contribuyeron a ampliar 
y consolidar esta agenda. El análisis muestra que la mitigación tuvo inicialmente mayor visibilidad, especialmente 
por su relación con los mercados de carbono, la reducción de emisiones y la transición energética. La adaptación 
adquirió mayor relevancia posteriormente, asociada con la gestión del riesgo, la vulnerabilidad de los territorios, 
la seguridad hídrica y alimentaria y la protección de poblaciones vulnerables. Aunque instrumentos como la Ley 
1931 de 2018, los Planes Integrales de Gestión del Cambio Climático y la Ley 2169 de 2021 articulan formalmente 
ambos enfoques, persisten dificultades de financiación, coordinación y ejecución territorial. El documento tam-
bién examina la relación bidireccional entre conflicto armado y cambio climático. La violencia, la deforestación, 
las economías ilícitas y la debilidad institucional aumentan la vulnerabilidad climática, mientras que la degradación 
ambiental y la competencia por recursos pueden profundizar conflictos y desplazamientos. Finalmente, se analiza 
la transición justa como un enfoque que vincula descarbonización, derechos laborales, participación comunitaria, 
justicia ambiental, construcción de paz y protección territorial. Se concluye que Colombia debe fortalecer los ins-
trumentos existentes, garantizar financiación de largo plazo, reconocer vulnerabilidades diferenciadas y evitar la 
securitización de la política ambiental.

Introducción 

	 La Constitución Política de 1991, considerada 
como una constitución verde o ecológica, reconoce el 
derecho de todas las personas a gozar de un ambiente 
sano (Jurisdicción Especial para la Paz [JEP], 2026). 
Este reconocimiento permite exigir protección judicial 
frente a los daños ambientales, limitar actividades que 
afecten los ecosistemas y las comunidades, y demandar 
del Estado políticas orientadas a la sostenibilidad y a la 
garantía de derechos relacionados con la salud, el agua 
y una vida digna. Sin embargo, la efectividad de este 
derecho continúa enfrentando importantes obstácu-
los. Colombia ha sido escenario de múltiples conflictos 
socioambientales, persistentes daños a la naturaleza y 
profundas desigualdades territoriales, factores que di-
ficultan la protección efectiva del ambiente y la imple-
mentación de políticas climáticas.

	 En este contexto, el cambio climático consti-
tuye un problema público que involucra dimensiones 

ambientales, económicas, sociales, territoriales e insti-
tucionales y que se torna mucho más complejo al es-
tar interrelacionado con el conflicto armado que ha 
persistido en el país. Así, la quema de combustibles 
fósiles para la generación de energía, el transporte y 
la actividad industrial contribuye significativamente a 
las emisiones de gases de efecto invernadero del país. 
A ello se suman la deforestación y los cambios en el 
uso del suelo, que afectan los sumideros de carbono y 
reducen la capacidad de los ecosistemas para regular 
el clima. Esta situación resulta especialmente relevante 
en Colombia, debido a la alta vulnerabilidad de nume-
rosos territorios frente a inundaciones, sequías, desli-
zamientos, aumento de la temperatura, pérdida de bio-
diversidad y alteraciones en la disponibilidad de agua.

	 Aunque Colombia ha adoptado metas climá-
ticas ambiciosas de reducción de emisiones y carbo-
no-neutralidad, persisten múltiples dificultades para 
traducir esos compromisos en resultados efectivos. 
La dependencia de los combustibles fósiles en el 
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transporte terrestre, las actividades extractivas, las de-
sigualdades territoriales, la debilidad de las capacidades 
institucionales y la persistencia del conflicto armado 
dificultan la implementación de medidas de mitigación 
y adaptación. Por ello, la acción climática no puede li-
mitarse a la formulación de metas nacionales, sino que 
debe considerar las condiciones concretas de los ter-
ritorios, las capacidades de las entidades públicas y los 
derechos de las comunidades afectadas.

	 Como muestra la gráfica [1], las emisiones de 
CO2 de Colombia provenientes de combustibles fó-
siles y procesos industriales aumentaron significativa-
mente entre 2005 y 2014. Esta tendencia coincidió con 
una mayor incorporación del cambio climático en la 
agenda pública nacional. 

	 Durante este periodo, el país comenzó a de-
sarrollar instrumentos que ampliaron el tratamiento 
del problema desde la mitigación de emisiones hacia la 
adaptación, la gestión del riesgo y la incorporación de 
criterios climáticos en la planificación sectorial y ter-
ritorial (Global Carbon Project, 2025; Our World in 
Data, 2025).

	 La incorporación del cambio climático en la 
agenda gubernamental colombiana ha sido gradual y se 
ha producido a través de diferentes vías. En una primera 
etapa, el tema ingresó como un asunto técnico y diplo-
mático asociado a los compromisos internacionales asu-
midos por Colombia. Posteriormente, la producción de 
información científica, la ocurrencia de eventos extre-
mos, la formulación de documentos de política pública 

Figura 1: Emisiones anuales de CO₂ de Colombia provenientes de combustibles fósiles y procesos 
industriales, 1950–2024

Fuente: Global Carbon Project (2025), con datos presentados por Our World in Data (2025).
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(CONPES), la creación de instituciones especializadas, 
la movilización social y la acción judicial contribuyeron 
a redefinirlo como un problema de desarrollo que re-
quiere coordinación intersectorial y territorial.

	 La ola invernal de 2010-2011 representó un 
punto de inflexión en este proceso. Las inundaciones 
y los deslizamientos que afectaron amplias zonas del 
país evidenciaron las limitaciones institucionales para 
prevenir y atender eventos extremos. Esta experiencia 
contribuyó a fortalecer la gestión del riesgo y a vincu-
larla con la adaptación al cambio climático, la plani-
ficación territorial y la protección de las poblaciones 
vulnerables. En este contexto, el país avanzó en la for-
mulación del Plan Nacional de Adaptación al Cambio 
Climático y, posteriormente, en la creación de instru-
mentos normativos e institucionales como el Sistema 
Nacional de Cambio Climático y la Ley 1931 de 2018.

	 La agenda climática también se ha relacionado 
progresivamente con la construcción de paz, la protec-
ción de la naturaleza y la transición justa. El conflicto 
armado ha afectado ecosistemas, recursos naturales y 
comunidades, pero también ha condicionado la capa-
cidad estatal para implementar políticas ambientales y 
climáticas en territorios rurales. A su vez, los impactos 
del cambio climático pueden profundizar disputas por 
la tierra, el agua y los medios de vida, especialmen-
te en regiones afectadas por la violencia, la pobreza 
y la débil presencia institucional. En este sentido, la 
relación entre conflicto armado y cambio climático es 
bidireccional: el conflicto contribuye a la degradación 
ambiental y aumenta la vulnerabilidad climática, mien-
tras que las transformaciones ambientales pueden in-
tensificar tensiones sociales y territoriales.

	 El Acuerdo Final de Paz de 2016 abrió una 
oportunidad para articular la protección ambiental, el 
desarrollo rural, el ordenamiento territorial y la cons-
trucción de paz. Sus enfoques territorial, diferencial, 
étnico y de género permiten reconocer que los impac-
tos del conflicto y del cambio climático se distribuyen 
de manera desigual. Asimismo, instrumentos como los 
Planes de Zonificación Ambiental y los Programas de 

Desarrollo con Enfoque Territorial pueden contribuir 
a promover alternativas productivas sostenibles, prote-
ger ecosistemas estratégicos y fortalecer la gobernanza 
en territorios afectados por la guerra.

	 En este marco, la transición justa plantea la ne-
cesidad de que la transformación hacia una economía 
baja en carbono y un sistema energético más limpio 
no reproduzca desigualdades ni genere nuevos proce-
sos de exclusión, que han sido estructurales y estruc-
turantes en Colombia. Esto implica proteger a los tra-
bajadores y comunidades dependientes de actividades 
extractivas, garantizar la participación de los pueblos 
indígenas, comunidades afrodescendientes y campe-
sinas, distribuir equitativamente los beneficios de los 
proyectos energéticos y asegurar la protección de los 
ecosistemas y los derechos territoriales. En Colombia, 
la transición justa debe articularse con la implemen-
tación del Acuerdo de Paz, la adaptación climática, la 
reparación de daños ambientales y la diversificación 
productiva de las regiones minero-energéticas.

	 A partir de lo anterior, este policy paper ana-
liza la evolución de la incorporación del cambio cli-
mático en la agenda gubernamental colombiana, los 
principales instrumentos institucionales y normativos 
formulados para responder a sus impactos y los desa-
fíos que persisten en su implementación. El análisis 
presta especial atención a la relación entre adaptación 
climática, mitigación, conflicto armado, construcción 
de paz y transición justa. Asimismo, busca formular 
recomendaciones para fortalecer la acción climática en 
los niveles nacional y territorial.

Antecedentes y evolución de la agenda

	 Durante las décadas de 1960 y 1970, la agen-
da gubernamental colombiana comenzó a incorporar 
problemas relacionados con la administración de los 
recursos naturales, la conservación de ecosistemas y 
la creación de áreas protegidas. Esta incorporación 
estuvo orientada principalmente a regular el aprove-
chamiento de los recursos y a establecer instituciones 
encargadas de su protección.
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	 Igualmente, la cuestión de parques naturales y 
áreas de protección ambiental, como una de las princi-
pales políticas de protección ambiental que ha llevado 
a cabo el país, inicia en la década del 60 con el proceso 
de creación del Sistema de Parques Nacionales. 

	 De igual manera, este desarrollo normativo se 
enmarca en la Conferencia de Estocolmo de 1972 que 
influyó en la creación de políticas ambientales. Así, Co-
lombia adoptó políticas ambientales directamente ins-
piradas en sus principios, como la creación del Código 
Nacional de Recursos Naturales de 1974, que reguló el 
uso y protección de los recursos naturales y el control 
de la contaminación. También se fortaleció el Instituto 
Nacional de los Recursos Naturales Renovables y del 
Ambiente (INDERENA) como autoridad ambiental y 
se impulsó la conservación mediante parques naciona-
les y áreas protegidas, incorporando progresivamente 
la idea de que el desarrollo económico debería acom-
pañarse de protección ambiental.

	 Durante la década de 1990, la política ambien-
tal colombiana adquirió mayor relevancia institucional y 
política. Este proceso estuvo influido por la Conferen-
cia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y 
el Desarrollo, celebrada en Río de Janeiro en 1992, y por 
la creación del Ministerio del Medio Ambiente en 1993. 

	 Por su parte, el cambio climático ingresó ini-
cialmente a la agenda gubernamental colombiana 
como un asunto técnico y diplomático relacionado 
con los compromisos internacionales. Colombia ratifi-
có la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre 
el Cambio Climático (CMNUCC) en 1994 mediante 
la Ley 164, comprometiéndose a adoptar acciones de 
mitigación y adaptación. Sin embargo, durante la dé-
cada de 1990 el tema se mantuvo principalmente en 
círculos técnicos y diplomáticos, más que en el centro 
de la agenda política nacional, con una participación 
limitada de otros actores.

	 De igual forma, el país ratificó el Protocolo de 
Kioto mediante la Ley 629 de 2000, reforzando sus 
compromisos internacionales frente al cambio climá-
tico. No obstante, como señala Guardela (2020), el in-
terés de los tomadores de decisión estuvo inicialmente 

relacionado con la posibilidad de obtener beneficios 
económicos mediante los mecanismos de flexibilidad 
incorporados en el protocolo, particularmente a través 
del Mecanismo de Desarrollo Limpio.

	 Un primer hito de entrada formal del cambio 
climático en la agenda gubernamental fue la presen-
tación de la Primera Comunicación Nacional ante la 
CMNUCC, coordinada por el Instituto de Hidrolo-
gía, Meteorología y Estudios Ambientales (IDEAM) y 
presentada en 2001. El Gobierno nacional encargó al 
IDEAM la coordinación del informe, con la participa-
ción de más de setenta instituciones públicas y privadas 
y la validación política del Consejo Nacional Ambien-
tal. Esto representó un primer proceso intersectorial 
y multiactor en torno al cambio climático. Esta co-
municación elaboró el primer inventario nacional de 
GEI, con información de referencia para 1990 y 1994, 
identificó ecosistemas y sectores vulnerables, formuló 
primeras proyecciones climáticas y medidas potencia-
les de adaptación. Igualmente, proyectó aumentos de 
temperatura, cambios en la precipitación, pérdida de 
nevados y páramos y aumento del nivel del mar.

	 La Primera Comunicación Nacional también 
constituyó un reconocimiento inicial de los efectos 
diferenciados del cambio climático en el territorio co-
lombiano. Sus proyecciones para 2050 indicaron que, 
aunque Colombia aportaba una proporción reducida 
de las emisiones globales de CO2, el país era altamente 
vulnerable al cambio climático. El documento proyec-
tó aumentos de temperatura, variaciones en las lluvias, 
pérdida de nevados y páramos y aumento del nivel del 
mar en las costas del Caribe y el Pacífico.

	 De otro lado, en ese periodo, se identifica un 
avance en la formulación de políticas públicas frente al 
cambio climático. Los documentos CONPES son los 
producidos por el Consejo Nacional de Política Eco-
nómica y Social y constituyen instrumentos mediante 
los cuales ese Consejo con el apoyo técnico del De-
partamento Nacional de Planeación (DNP), coordina 
y orienta la acción del Gobierno frente a problemas 
que requieren la participación de varias entidades y 
sectores. Así, la creación de CONPES sobre cambio 
climático ha permitido que este tema dejara de tratarse 
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únicamente como un asunto técnico, ambiental o di-
plomático y comenzara a reconocerse como un proble-
ma de desarrollo que exige coordinación intersectorial 
y territorial. 

	 El CONPES 3242 de 2003 fue el primer do-
cumento de política pública específicamente orien-
tado al cambio climático en Colombia. Su enfoque 
inicial estuvo centrado en la mitigación, los mercados 
de carbono y la participación del país en el Mecanis-
mo de Desarrollo Limpio. Aunque no constituyó el 
inicio absoluto de la política climática colombiana, sí 
representó un hito porque tradujo los compromisos 
internacionales asumidos por el país en una estrategia 
institucional y económica concreta, incorporándolo a 
la agenda gubernamental.

	 Posteriormente, el CONPES 3550 de 2008, 
sobre lineamientos para una política integral de salud 
ambiental, amplió la discusión hacia los riesgos am-
bientales que afectaban a poblaciones vulnerables. 
Aunque no era un documento exclusivamente sobre 
cambio climático, incorporó asuntos relevantes para 
la adaptación, como la calidad del aire y del agua, los 
riesgos asociados a sustancias químicas y los efectos 
ambientales sobre la salud pública.
	
	 Posteriormente, en 2010, se da la Segunda Co-
municación Nacional, la cual profundizó el diagnós-
tico sobre las emisiones y la vulnerabilidad del país. 
El documento presentó inventarios de gases de efecto 
invernadero y analizó los efectos del cambio climático 
en sectores como la agricultura, la salud, los ecosis-
temas costeros, los páramos, los recursos hídricos, la 
infraestructura y la energía. Además, definió objetivos 
y estrategias para disminuir sus impactos y propuso la 
construcción de un Plan Nacional de Adaptación al 
Cambio Climático.

	 La Segunda Comunicación reconoció que Co-
lombia era altamente vulnerable al cambio climático y 
que requería apoyo económico y cooperación interna-
cional para implementar medidas efectivas de adapta-
ción. También destacó la necesidad de incorporar el 
cambio climático en las políticas, planes y programas 

nacionales y territoriales, evitando medidas de adapta-
ción que pudieran agravar otros problemas. En parti-
cular, propuso integrar la información climática en los 
instrumentos de planificación territorial. 

	 El documento también incluyó proyectos pilo-
to de adaptación. El proyecto sobre ascenso del nivel 
del mar permitió identificar zonas costeras vulnerables 
en el Caribe y el Pacífico, diseñar planes de acción, 
fortalecer redes de investigación marina e incorporar 
medidas de adaptación en los planes de ordenamien-
to territorial de municipios costeros. Específicamente, 
se impulsó el Proyecto Piloto Nacional Integrado de 
Adaptación al Cambio Climático (INAP) (2006-2010), 
el cual fortaleció la producción de escenarios climáti-
cos e información técnica, desarrolló acciones en eco-
sistemas de alta montaña, zonas insulares y salud pú-
blica, y promovió medidas de restauración ecológica, 
monitoreo glaciar y adaptación agrícola. Este proyecto, 
tiene el título histórico de ser el primer proyecto a nivel 
mundial en adaptación al cambio climático aprobado 
por el Global Environment Facility (GEF), que es el 
Fondo Mundial para el Medio Ambiente administrado 
junto con el Banco Mundial.

	 Un elemento decisivo para incorporar la gesti-
ón del riesgo y el cambio climático en la agenda públi-
ca fue la temporada invernal de 2010-2011, asociada al 
fenómeno de La Niña. Entre octubre de 2010 y mayo 
de 2011 se registraron intensas lluvias que provocaron 
inundaciones y deslizamientos en buena parte del país, 
afectaron a millones de personas, destruyeron infraes-
tructura y viviendas e inundaron tierras de uso agro-
pecuario. Estos acontecimientos generaron pérdidas 
económicas y sociales de gran magnitud.

	 A raíz de estos eventos, el Gobierno declaró 
sucesivas emergencias económica, social y ecológica. 
Esta experiencia evidenció diversas limitaciones insti-
tucionales para enfrentar fenómenos hidrometeoroló-
gicos extremos y llevó a la adopción de la Ley 1523 
de 2012, mediante la cual se estableció la Política Na-
cional de Gestión del Riesgo de Desastres y se creó el 
Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres.
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	 En el discurso político y técnico, la ola invernal 
comenzó a interpretarse como una manifestación de la 
creciente variabilidad climática y como una adverten-
cia sobre la necesidad de aprender a vivir con un clima 
más extremo. Esto llevó a integrar la gestión del riesgo, 
el cambio climático y la adaptación en la planificación 
económica, social y ambiental.

	 En este contexto, el CONPES 3700 de 2011, 
denominado Estrategia Institucional para la Articu-
lación de Políticas y Acciones en Materia de Cambio 
Climático, reconoció que el cambio climático era un 
problema de desarrollo. El documento señaló que sus 
efectos se habían manifestado en inundaciones y se-
quías con impactos económicos, sociales y ambientales 

Tabla 1 - Comunicaciones Nacionales de Cambio Climático de Colombia: fechas, contenidos y 
principales aportes

Fuente: Elaboración propia con base en Ministerio del Medio Ambiente e IDEAM (2001), Ministerio de Ambiente, 
Vivienda y Desarrollo Territorial e IDEAM (2010), IDEAM (2017) e IDEAM (2026).
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significativos, y que Colombia enfrentaba el reto de in-
tegrar el clima en planes de desarrollo que todavía eran 
“climáticamente ciegos”.

	 El CONPES 3700 propuso una estrategia ins-
titucional para articular acciones nacionales, sectoria-
les y territoriales, integrar mitigación y adaptación y 
avanzar en la creación del Sistema Nacional de Cam-
bio Climático. En coherencia con este documento, 
comenzó el diseño del Plan Nacional de Adaptación 
al Cambio Climático (PNACC), concebido como una 
herramienta para preparar al país frente a los eventos 
extremos y la transformación gradual del clima y que 
es coordinado por el Departamento Nacional de Pla-
neación con el apoyo del Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible. 

	 Del mismo modo, este periodo coincide con 
una reorganización de la administración pública, en la 
cual las competencias relacionadas con vivienda, agua 
y saneamiento básico fueron trasladadas al recién crea-
do Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio. Como 
resultado, la entidad encargada de la política ambiental 
pasó a denominarse Ministerio de Ambiente y Desar-
rollo Sostenible, con el mandato de articular la conser-
vación de los recursos naturales con la planificación 
económica y territorial.

	 El Sistema Nacional de Cambio Climático fue 
creado formalmente mediante el Decreto 298 de 2016, 
que definió sus órganos y la composición de la Comi-
sión Intersectorial de Cambio Climático y de los No-
dos Regionales de Cambio Climático. De esta manera, 
el cambio climático dejó de ser un asunto exclusivo del 
Ministerio de Ambiente y pasó a involucrar entidades 
de planeación, agricultura, energía, transporte, vivien-
da, hacienda, gestión del riesgo y relaciones exteriores, 
lo que constituyó un avance en el reconocimiento in-
tersectorial del problema público.

	 La Tercera Comunicación Nacional, presenta-
da en 2016, mostró un avance en el enfoque territorial 
de las políticas de mitigación y adaptación. Por prime-
ra vez se presentó un inventario departamental de ga-
ses de efecto invernadero para los 32 departamentos y 
se identificaron las emisiones de distintos sectores de 	

la economía nacional. Esta información buscó servir 
como base para que los gobiernos locales y regionales 
diseñaran estrategias de mitigación y adaptación y con-
tribuyó a la transferencia del problema a las agendas 
regionales y locales.

	 En 2017 se consolidó la Política Nacional de 
Cambio Climático, liderada por el Ministerio de Am-
biente y Desarrollo Sostenible con la participación del 
Departamento Nacional de Planeación, el IDEAM, 
entidades sectoriales, autoridades territoriales y otros 
actores. La política se articuló con el Sistema Nacional 
de Cambio Climático y con los instrumentos de plani-
ficación y financiación pública previamente creados.

	 Al mismo tiempo, Colombia aprobó el Acuer-
do de París mediante la Ley 1844 de 2017 y en 2018 
se aprobó la Ley 1931, por medio de la cual se estab-
lecieron directrices para la gestión del cambio climáti-
co. Esta ley definió la adaptación como el proceso de 
ajuste a los efectos presentes y esperados del cambio 
climático y estableció responsabilidades para la Naci-
ón, los departamentos, los municipios, los distritos, las 
áreas metropolitanas y las autoridades ambientales.

	 La Ley 1931 consolidó el cambio climático 
como un asunto obligatorio de política pública. Tam-
bién creó los Planes Integrales de Gestión del Cambio 
Climático Sectoriales y Territoriales (conocidos como 
PIGCCS y PIGCCT), que buscan que las entidades pú-
blicas identifiquen vulnerabilidades y formulen medidas 
de adaptación y mitigación de acuerdo con las caracte-
rísticas de cada sector y territorio, lo que permitiría for-
mular planes, programas y proyectos más específicos.

	 En 2018 también se fortaleció la instituciona-
lidad climática del Ministerio de Ambiente por medio 
de la creación de la Dirección de Cambio Climático y 
Gestión del Riesgo, la cual permitió coordinar políti-
cas, planes y programas relacionados con mitigación, 
adaptación y gestión del riesgo, así como articular estos 
asuntos con el ordenamiento ambiental del territorio.

	 A partir de estos cambios, la gobernanza cli-
mática colombiana comenzó a articularse en varios ni-
veles. En el nivel político e institucional, el Ministerio 
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de Ambiente asumió la rectoría de la Política Nacional 
de Cambio Climático y la coordinación del SISCLIMA, 
mientras que el Departamento Nacional de Planeación 
integró el cambio climático en la planificación del de-
sarrollo, la inversión pública y las finanzas climáticas. 
En el nivel técnico y sectorial participaron el IDEAM, 
Parques Nacionales, los institutos de investigación y 
las autoridades ambientales regionales. En el nivel ter-
ritorial, las gobernaciones, alcaldías y autoridades am-
bientales comenzaron a formular planes integrales de 
gestión del cambio climático.

	 La agenda climática se amplió posteriormente 
hacia el crecimiento verde, la resiliencia y la transfor-
mación productiva. El CONPES 3934 de 2018 vinculó 
el cambio climático con la competitividad, la producti-
vidad, el uso sostenible del capital natural, la eficiencia 
en el uso de los recursos y los procesos productivos 
bajos en carbono. En ese sentido, ese documento vin-
culó de forma más específica al sector privado y le dio 
un enfoque más productivo y no solamente ambiental 
al cambio climático.

	 El CONPES 4058 de 2021 articuló de manera 
más explícita la adaptación climática y la gestión del 
riesgo. Su objetivo fue reducir las condiciones de ries-
go de desastres y promover la adaptación a la variabi-
lidad climática mediante el fortalecimiento del cono-
cimiento, las capacidades sectoriales y las capacidades 
técnicas de los territorios.

	 En 2021 también se aprobó la Ley 2169, deno-
minada Ley de Acción Climática, que estableció me-
tas para alcanzar la carbono-neutralidad, la resiliencia 
climática y el desarrollo bajo en carbono. La norma 
incluyó objetivos relacionados con la restauración eco-
lógica, la conservación, el uso eficiente del agua y la 
educación climática.

	 Por su parte, la Ley 2099 de 2021 promovió la 
transición energética mediante el impulso a las fuen-
tes no convencionales de energía renovable y al uso 
eficiente de la energía. Sin embargo, es importante di-
ferenciar la transición energética de la transición justa. 
Mientras la primera se relaciona principalmente con la 

transformación de la matriz energética, la segunda exi-
ge analizar cómo se distribuyen los costos y beneficios 
de esa transformación entre trabajadores, comunida-
des y territorios.

	 En 2021 también se aprobó la Estrategia Cli-
mática de Largo Plazo de Colombia hacia 2050, co-
nocida como Estrategia 2050. Esta estrategia buscó 
proyectar la acción climática como una política de Es-
tado y articular objetivos de mitigación, adaptación, re-
siliencia, transformación productiva y desarrollo bajo 
en carbono.

	 En síntesis, la revisión de los instrumentos 
presentados muestra que la mitigación fue el primer 
enfoque mediante el cual el cambio climático ingresó 
a la agenda colombiana. El CONPES 3242 de 2003 lo 
abordó principalmente desde los mercados de carbo-
no y el Mecanismo de Desarrollo Limpio, mientras que 
las primeras comunicaciones nacionales priorizaron la 
elaboración de inventarios de gases de efecto inverna-
dero y el cumplimiento de compromisos internaciona-
les. Sin embargo, la adaptación apareció inicialmente 
de manera implícita, asociada con la gestión de riesgos 
ambientales, la salud pública, la vulnerabilidad de los 
ecosistemas y la ocurrencia de fenómenos hidromete-
orológicos extremos. La Segunda Comunicación Na-
cional y, especialmente, la ola invernal de 2010-2011 
contribuyeron a que la adaptación adquiriera mayor 
relevancia en la agenda pública.

	 A partir del CONPES 3700 de 2011, la adap-
tación y la mitigación comenzaron a incorporarse de 
manera más articulada como componentes de una po-
lítica climática intersectorial y territorial. Esta integra-
ción se consolidó mediante el PNACC, el SISCLIMA, 
la Ley 1931 de 2018, los PIGCCS y PIGCCT, la Ley 
2169 de 2021 y los documentos CONPES posteriores. 
No obstante, la incorporación formal de ambos en-
foques no ha significado un equilibrio pleno en la im-
plementación: la mitigación continúa teniendo mayor 
visibilidad en asuntos energéticos, productivos y de re-
ducción de emisiones, mientras que la adaptación en-
frenta mayores dificultades de financiación, coordina-
ción y ejecución territorial. En consecuencia, el desafío 
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no consiste únicamente en reconocer jurídicamente la 
adaptación y la mitigación, pues ya hay un avance im-
portante en este sentido, sino en garantizar que ambas 
reciban atención equivalente y se articulen con la gesti-
ón del riesgo, la construcción de paz, la protección de 
ecosistemas y la transición justa.

Conflicto armado y cambio climático 

	 En Colombia, existe una relación estrecha en-
tre el conflicto armado, sus dinámicas territoriales y la 
política climática. Esta relación no se limita a los daños 
directos ocasionados por la guerra sobre los ecosiste-
mas, sino que también comprende la forma en que la 
violencia, el control territorial, las economías ilícitas y 
las debilidades institucionales condicionan la capacidad 
del Estado y de las comunidades para implementar po-
líticas de mitigación y adaptación al cambio climático.

	 El medio ambiente y la naturaleza pueden ser 
considerados víctimas del conflicto armado colombia-
no. Como concluyó la Comisión de la Verdad (2022), 
la guerra produjo degradación de tierras, pérdida de 
biodiversidad, explotación indebida de recursos natu-
rales y contaminación de fuentes hídricas. Detrás de las 
disputas por el control territorial y el aprovechamiento 
de los recursos naturales se encuentran conflictos rela-
cionados con la distribución de los ingresos derivados 
de su explotación, el reparto inequitativo de la tierra y 
el agua, y la dependencia de los Estados respecto de las 
actividades extractivas (Rodríguez et al., 2017).

	 Tanto en el ámbito académico como en el jurí-
dico se ha avanzado en la discusión sobre el reconoci-
miento de la naturaleza como víctima, más allá de los 
daños ocasionados a las personas. Desde un enfoque 
biocéntrico, esto implica reconocer los impactos del 
conflicto armado no únicamente por sus efectos direc-
tos o indirectos sobre las comunidades, sino también 
por la afectación de la naturaleza en sí misma, debido 
a su valor intrínseco (CEV, 2022).

	 La relación entre conflicto armado y naturaleza 
presenta, sin embargo, una dimensión ambivalente. En 

ciertos contextos, la presencia de grupos armados en 
zonas de alta biodiversidad restringió el acceso del Esta-
do, de empresas y de otros actores económicos, lo que 
limitó temporalmente algunas actividades extractivas y 
produjo lo que ciertos estudios denominan “reservas de 
facto”. En algunos casos específicos, grupos como las 
FARC-EP también restringieron prácticas ambiental-
mente dañinas, entre ellas la deforestación, la pesca con 
explosivos y la contaminación de fuentes hídricas (Mc-
Clanahan et al., 2019). Sin embargo, este efecto no debe 
interpretarse como un resultado positivo del conflicto, 
sino como una consecuencia contingente y contradicto-
ria de la violencia y del control armado del territorio.

	 Sin embargo, de manera simultánea, el con-
flicto armado convirtió los ecosistemas y los recur-
sos naturales en fuentes de financiación y en objetos 
de disputa. Actores legales e ilegales han utilizado la 
explotación de la tierra, los bosques, los minerales y 
otros recursos para financiar sus actividades y conso-
lidar formas de control territorial. En este sentido, los 
ecosistemas pueden convertirse en un “botín de guer-
ra”, cuya apropiación sostiene o intensifica el conflic-
to, especialmente cuando las ganancias derivadas de la 
explotación estimulan prácticas de corrupción y captu-
ra institucional (Galeano, 2018).

	 El conflicto también afecta la capacidad de 
adaptación de las poblaciones. La violencia, el desplaza-
miento, la pérdida de medios de vida, la destrucción de 
infraestructura y la debilidad de las instituciones locales 
aumentan la exposición y la vulnerabilidad de las co-
munidades frente a inundaciones, sequías, deslizamien-
tos, olas de calor y otros impactos climáticos. Por ello, 
las poblaciones que viven en territorios afectados por 
el conflicto no enfrentan únicamente amenazas climá-
ticas, sino también condiciones sociales, económicas e 
institucionales que reducen su capacidad de respuesta.

	 La literatura internacional ha señalado que el 
cambio climático no suele ser, por sí solo, la causa di-
recta del inicio de los conflictos armados. Sin embargo, 
puede actuar como un “multiplicador de amenazas” al 
intensificar factores preexistentes como la vulnerabi-
lidad socioeconómica, la escasez de recursos y la de-
bilidad institucional (Mach et al., 2019). En contextos 
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de violencia, los impactos climáticos pueden agudizar 
las disputas por la tierra, el agua y otros recursos, fa-
vorecer procesos de movilidad forzada y profundizar 
desigualdades que ya afectan a comunidades rurales, 
indígenas y afrodescendientes (Hendrix et al., 2023).
En ese sentido, en Colombia, la relación entre conflicto 
armado y cambio climático también puede observarse 
en la coincidencia territorial entre desastres climáticos, 
violencia armada y desplazamiento interno. Un análisis 
espacial realizado por Gelvez y Bauer (2025), para el 
periodo 1998-2021, muestra una fuerte correlación en-
tre estos tres fenómenos, particularmente en munici-
pios donde habitan pueblos indígenas y comunidades 
afrodescendientes. Esta coincidencia evidencia que 
los impactos climáticos no se distribuyen de manera 
homogénea, sino que tienden a concentrarse en terri-
torios con desigualdades históricas, presencia limitada 
del Estado y mayores niveles de violencia.

	 La relación es, por tanto, bidireccional. Por 
un lado, la persistencia del conflicto armado favorece 
dinámicas que degradan el ambiente, como la defo-
restación, la minería ilegal, la expansión de la fronte-
ra agrícola y el desarrollo de economías ilícitas. Estas 
actividades reducen los sumideros de carbono, modi-
fican el uso del suelo y debilitan la capacidad de los 
ecosistemas para regular el clima y proteger a las co-
munidades frente a inundaciones y sequías. Por otro 
lado, los impactos del cambio climático y la degradaci-
ón ambiental pueden intensificar disputas por la tierra, 
el agua y los recursos naturales, profundizar la vulnera-
bilidad social y reconfigurar los escenarios de violencia 
(Landholm et al., 2019; Malamud, 2020).

	 Precisamente, la deforestación constituye uno 
de los principales puntos de conexión entre el conflic-
to armado y el cambio climático. Durante varios años, 
el control territorial ejercido por las FARC-EP y las 
restricciones de acceso a determinadas zonas contri-
buyeron, paradójicamente, a mantener relativamente 
conservadas extensas áreas de bosque. Sin embargo, 
después de la firma del Acuerdo de Paz de 2016 y del 
retiro de las FARC-EP de varios territorios, se produjo 
un vacío de poder que facilitó la llegada de acapara-
dores de tierras, taladores, ganaderos, cultivadores de 
coca y otros actores económicos legales e ilegales.

	 La deforestación posterior al Acuerdo de Paz 
ha representado un reto importante para la adminis-
tración pública colombiana. La pérdida de bosques li-
bera carbono almacenado, reduce la capacidad de los 
bosques amazónicos y andinos para regular el clima 
y debilita servicios ecosistémicos como la regulación 
hídrica y la protección frente a inundaciones y sequías. 
De este modo, los procesos de paz y la reconfigura-
ción territorial posterior al conflicto pueden producir 
efectos contradictorios: abren oportunidades para la 
construcción de paz ambiental, pero también pueden 
generar nuevas presiones sobre los ecosistemas si no 
existen instituciones capaces de regular el uso del suelo 
y proteger a las comunidades.

	 Justamente, el Acuerdo Final de Paz de 2016 
constituyó una ventana de oportunidad para incorpo-
rar de manera más visible la dimensión ambiental en 
la agenda de construcción de paz. Aunque el acuerdo 
no contiene un punto específico dedicado a la natura-
leza, sí desarrolla los enfoques territorial, diferencial 
y de género que permiten reconocer las particularida-
des sociales, culturales y ambientales de los territorios 
afectados por la guerra. Asimismo, el debate sobre la 
justicia restaurativa ambiental ha resaltado la necesidad 
de restablecer relaciones comunitarias y reparar daños 
físicos, simbólicos y espirituales ocasionados por el 
conflicto (JEP, 2026).

	 Uno de los instrumentos derivados del Acuer-
do de Paz en materia ambiental son los Planes de 
Zonificación Ambiental, orientados a promover un 
desarrollo sostenible y equitativo en territorios prio-
rizados mediante los Programas de Desarrollo con 
Enfoque Territorial. Estos planes buscan estabilizar 
la frontera agrícola, proteger áreas de especial interés 
ambiental como páramos, humedales y reservas fores-
tales, promover alternativas productivas sostenibles y 
fortalecer la gobernanza territorial. En consecuencia, 
pueden articular la adaptación climática, la conserva-
ción de ecosistemas y la construcción de paz en zonas 
históricamente afectadas por el conflicto.

	 No obstante, la persistencia de la violencia 
continúa limitando estos avances. La militarización 
de la protección ambiental o “militarización verde”, 
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como ha llegado a ser denominada, como ocurrió con 
la Operación Artemisa, ha buscado combatir la defo-
restación y los delitos ambientales en áreas protegidas, 
pero también ha sido cuestionada por concentrarse 
en la represión de comunidades campesinas y loca-
les. Esto evidencia que las políticas de conservación y 
adaptación no pueden reducirse a medidas de control 
armado o de seguridad, sino que requieren alternativas 
productivas, participación comunitaria, protección de 
líderes y fortalecimiento de las capacidades institucio-
nales territoriales.

	 La llegada del nuevo gobierno de Abelardo De 
la Espriella, que asumió en agosto de 2026, introdujo 
una nueva orientación en la agenda ambiental colom-
biana. Su plan de gobierno ha incluido la estrategia 
ABC: “Agua, Biodiversidad y Comunidades; bioeco-
nomía, legalidad y prosperidad para Colombia”, la cual 
plantea que la degradación ambiental no constituye 
principalmente un problema ecológico, sino una ma-
nifestación de la ausencia estatal, la pobreza y el con-
trol territorial ejercido por estructuras criminales. En 
consecuencia, propone transformar la protección am-
biental de una agenda sectorial en una política de se-
guridad nacional (Deutsche Welle, 2026). No obstante, 
esta perspectiva podría favorecer la militarización de 
la política ambiental y otorgar prioridad a una visión 
productiva de la protección de la naturaleza, en detri-
mento de los enfoques participativos, comunitarios y 
de garantía de derechos territoriales.

	 En este marco, las políticas de adaptación cli-
mática y transición justa enfrentan desafíos particula-
res en el caso colombiano. No basta con formular nor-
mas, planes y estrategias nacionales, pues es necesario 
garantizar que estos instrumentos puedan implemen-
tarse en territorios donde persiste el control territorial 
de grupos armados, economías ilícitas, conflictos por 
la tierra y capacidades estatales limitadas. Además, los 
procesos de negociación y formulación de políticas no 
involucran únicamente a actores institucionales forma-
les, pues los grupos armados ilegales continúan ejer-
ciendo influencia sobre el control territorial y las con-
diciones de implementación de políticas ambientales, 
incluyendo las relacionadas con el cambio climático.

Transición justa

	 La transición justa es un enfoque que busca que 
la transformación hacia una economía baja en carbono 
y un sistema energético más limpio no genere nuevos 
procesos de exclusión, desempleo, desplazamiento o 
desigualdad. Aunque inicialmente el concepto se con-
centró en la protección de los trabajadores y de los 
medios de vida afectados por cambios económicos e 
industriales, posteriormente incorporó dimensiones 
ambientales, territoriales, étnicas, de género y de parti-
cipación social (Pucheta et al., 2024). En el caso colom-
biano, esto implica que la transición energética no debe 
limitarse a sustituir combustibles fósiles por fuentes 
renovables, sino que debe garantizar una distribución 
equitativa de costos y beneficios, proteger a las comu-
nidades y asegurar su participación en las decisiones.

	 La transición justa se relaciona con el Acuerdo 
Final de Paz de 2016 porque ambos procesos tienen 
como escenario principal territorios rurales afectados 
por el conflicto, la pobreza, la débil presencia estatal 
y la explotación intensiva de los recursos naturales. 
Aunque el Acuerdo de Paz no contiene un capítulo 
específico denominado “transición justa”, sí incorpora 
enfoques territorial, diferencial, étnico, campesino y de 
género que son fundamentales para construirla. Estos 
enfoques permiten reconocer que las transformacio-
nes productivas, ambientales y energéticas no tienen 
los mismos efectos sobre todas las comunidades y que, 
por tanto, deben considerar las particularidades histó-
ricas, culturales y económicas de cada territorio.

	 El punto 1.1.10 del Acuerdo Final, relaciona-
do con el cierre de la frontera agrícola y la protección 
de zonas de reserva, constituye uno de los principales 
vínculos entre paz ambiental y transición justa. Este 
punto ordenó la elaboración de un Plan de Zonifi-
cación Ambiental para delimitar la frontera agrícola, 
identificar áreas de especial interés ambiental y prote-
ger zonas de alta biodiversidad, páramos, humedales y 
otras fuentes hídricas. El propósito no era únicamente 
conservar ecosistemas, sino también generar alterna-
tivas equilibradas entre la protección ambiental y el 
bienestar de las comunidades campesinas que ocupan 
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o colindan con esas áreas (Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, 2022).

	 En este sentido, los Planes de Zonificación 
Ambiental y los Programas de Desarrollo con Enfo-
que Territorial pueden contribuir a una transición justa 
porque buscan articular la conservación con alternati-
vas productivas sostenibles, el ordenamiento territorial 
y el mejoramiento de las condiciones de vida en muni-
cipios afectados por el conflicto. El Plan de Zonifica-
ción Ambiental tiene un carácter indicativo, progresivo 
y participativo, y pretende orientar las decisiones sobre 
el uso del suelo mediante la participación de actores 
nacionales, regionales y comunitarios (Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2022).

	 La relación también puede observarse en la ne-
cesidad de reparar los daños ocasionados por el con-
flicto armado a las comunidades, los territorios y la na-
turaleza. Desde una perspectiva de justicia restaurativa 
ambiental, la transición justa no debería limitarse a pro-
teger a los trabajadores de sectores extractivos frente a 
la transformación energética, sino que también debería 
contribuir a reparar daños ambientales, restablecer re-
laciones comunitarias y garantizar que las poblaciones 
históricamente afectadas participen en la definición del 
futuro de sus territorios (Comisión de la Verdad, 2022; 
Jurisdicción Especial para la Paz, 2026). Esta perspec-
tiva es especialmente relevante en regiones donde la 
extracción de carbón, petróleo, minerales o madera ha 
producido ingresos, pero también conflictos socioam-
bientales, deterioro ecológico y desigualdades y que se 
han tornado más vulnerables a eventos extremos.

	 Uno de los principales avances recientes ha 
sido la incorporación explícita de la transición ener-
gética justa en la agenda del Gobierno nacional. En 
2022, el Ministerio de Minas y Energía inició un pro-
ceso de diálogo social para construir la hoja de ruta de 
la Transición Energética Justa, incorporando perspec-
tivas étnicas, territoriales y de género. La metodología 
incluyó etapas de diagnóstico, definición de una visión 
de futuro y formulación de acciones, con atención a 
las barreras, los riesgos y las condiciones necesarias 
para implementar la transición (Ministerio de Minas y 
Energía, 2022, 2023).

	 El diagnóstico oficial de 2024 definió cuatro 
pilares para la Transición Energética Justa: equidad y 
democratización; gradualidad, soberanía y confiabi-
lidad; participación social; y conocimiento, ciencia y 
tecnología. Estos pilares muestran que la política no se 
limita a la expansión de energías renovables, sino que 
también busca promover una distribución más equili-
brada de cargas y beneficios, una mayor participación 
de las comunidades y una transformación gradual que 
preserve la seguridad energética (Ministerio de Minas 
y Energía, 2024a).

	 Es importante reconocer que la relación entre 
conflicto, ambiente y cambio climático también tiene 
una dimensión de género. Las mujeres rurales pueden 
experimentar de manera diferenciada los efectos de la 
degradación ambiental, los eventos climáticos extremos, 
el desplazamiento y la pérdida de medios de vida. Por 
esta razón, algunos estudios proponen analizar la vio-
lencia ambiental y climática como una forma de violen-
cia de género, especialmente en contextos de poscon-
flicto y construcción de paz (Urzola & González, 2022).

	 En 2023, el Gobierno presentó una orientaci-
ón basada en el aumento de las inversiones en energías 
limpias y descarbonización, la sustitución progresiva de 
combustibles fósiles, la eficiencia energética, la adecuaci-
ón regulatoria para acelerar las energías renovables y la 
reindustrialización de la economía. También vinculó la 
transición con la diversificación productiva, la generaci-
ón de mayor valor agregado y la transformación de un 
modelo dependiente de la exportación de recursos ener-
géticos primarios (Ministerio de Minas y Energía, 2023).

	 Otro avance ha sido la formulación de la Hoja 
de Ruta para la Transición Energética Justa. Esta con-
templa líneas estratégicas relacionadas con hidrocar-
buros, minería, nuevos energéticos, energía eléctrica y 
gestión de la demanda. En el sector eléctrico, plantea 
asuntos como la democratización de la energía, el des-
pliegue de proyectos a gran escala, la confiabilidad del 
sistema y la modernización del mercado (Ministerio de 
Minas y Energía, 2025).

	 También se han impulsado iniciativas relacio-
nadas con las comunidades energéticas y la generación 
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distribuida. Estas buscan ampliar la participación de 
comunidades y territorios en la producción y gestión 
de la energía, de modo que la transición no depen-
da exclusivamente de grandes empresas o proyectos 
centralizados. En este sentido, las comunidades ener-
géticas pueden contribuir a democratizar el acceso a 
la energía y a distribuir localmente algunos beneficios 
de la transformación energética (Ministerio de Minas y 
Energía, 2024b).

	 La transición justa también ha adquirido una 
dimensión internacional y de política exterior. El Go-
bierno de Gustavo Petro (2022-2026) presentó en es-
pacios como las conferencias climáticas, la CELAC-UE 
y la COP16 una visión que vincula la descarbonización 
con la justicia social, los derechos territoriales, la pro-
tección de comunidades y la cooperación internacional 
para la adaptación. En esta narrativa, Colombia busca 
posicionarse como un país que promueve una trans-
formación energética compatible con la protección 
de trabajadores, comunidades extractivas y territorios 
vulnerables (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sos-
tenible, 2024; Ministerio de Minas y Energía, 2025).

	 A pesar de estos avances en la formulación de 
la política, la transición justa todavía se encuentra en 
proceso de consolidación y enfrenta importantes de-
safíos. En primer lugar, Colombia no cuenta todavía 
con un instrumento vinculante de transición justa que 
defina de manera integral los derechos de los trabaja-
dores y las comunidades, las obligaciones estatales, los 
mecanismos de financiación, la reconversión laboral y 
la participación de múltiples actores involucrados. La 
Ley 2099 de 2021 fortaleció la transición energética 
y las fuentes no convencionales de energía renovable, 
pero no equivale por sí sola a una política completa de 
transición justa.

	 En segundo lugar, persiste una tensión entre 
la expansión de proyectos de energías renovables y los 
derechos de las comunidades. Los proyectos eólicos, 
solares, de hidrógeno y de infraestructura eléctrica 
pueden contribuir a la descarbonización, pero tambi-
én generar conflictos por el uso del suelo, afectacio-
nes culturales, impactos sobre ecosistemas y disputas 
por la distribución de beneficios. Por ello, la transición 

energética puede reproducir prácticas extractivas si no 
garantiza participación efectiva, consulta previa cuan-
do corresponda, protección ambiental y distribución 
equitativa de los ingresos (Pucheta et al., 2024; Minis-
terio de Minas y Energía, 2024a).

	 En tercer lugar, la transición afecta de manera 
desigual a los territorios dependientes de actividades 
minero-energéticas. Regiones como La Guajira, Cesar, 
Arauca y Meta enfrentan el desafío de diversificar sus 
economías sin destruir los medios de vida existentes. 
Una transición justa debe incluir formación laboral, 
reconversión productiva, protección de ingresos, for-
talecimiento de servicios públicos y nuevas oportuni-
dades económicas para trabajadores y comunidades 
(Ministerio de Minas y Energía, 2024a).

	 Finalmente, en los territorios afectados por el 
conflicto armado, la transición justa requiere coordi-
nar la política energética con el Acuerdo de Paz, los 
PDET, los Planes de Zonificación Ambiental, los pla-
nes de desarrollo departamentales y municipales y los 
instrumentos de cambio climático. Si estas políticas se 
formulan de manera separada, pueden generar contra-
dicciones: por ejemplo, promover la conservación sin 
ofrecer alternativas económicas, impulsar proyectos 
renovables sin participación comunitaria o comba-
tir la deforestación mediante medidas represivas que 
afecten a comunidades campesinas (Ministerio de Am-
biente y Desarrollo Sostenible, 2022).

	 En Colombia, la transición justa se encuentra 
todavía en una etapa de construcción institucional y 
política. Sus principales avances se relacionan con la 
incorporación de enfoques de equidad, participación, 
territorio, género y diversidad étnica en la Hoja de 
Ruta de la Transición Energética Justa, así como con 
la articulación progresiva entre transición energética, 
paz ambiental, ordenamiento territorial y desarrollo 
rural. Sin embargo, persisten desafíos relacionados 
con la ausencia de un marco legal integral, la protec-
ción de trabajadores y comunidades dependientes de 
actividades extractivas, la distribución de beneficios de 
los proyectos renovables y la coordinación entre las 
políticas climáticas, energéticas y de implementación 
del Acuerdo de Paz.
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Recomendaciones

	 Las siguientes recomendaciones parten de la 
premisa de que Colombia no necesita replantear nueva-
mente la construcción de su política climática y ambien-
tal, sino proteger, financiar, articular y hacer vinculantes 
los instrumentos ya existentes. El país cuenta con nor-
mas, planes, sistemas de coordinación y herramientas 
derivadas del Acuerdo de Paz, pero el problema princi-
pal se encuentra en su implementación desigual, su de-
pendencia de los ciclos políticos y las limitadas capacida-
des financieras y técnicas de los gobiernos territoriales.

1.	 Crear instrumentos permanentes y 
vinculantes

	 Colombia debe continuar avanzando con un 
marco legal de largo plazo que garantice la continuidad 
de la política climática, la adaptación, la transición justa 
y la paz ambiental más allá de los cambios de gobier-
no. Instrumentos como el Sistema Nacional de Cambio 
Climático, el Plan Nacional de Adaptación al Cambio 
Climático, los Planes Integrales de Gestión del Cambio 
Climático Sectoriales y los Planes Integrales de Gestión 
del Cambio Climático Territoriales. y los instrumentos 
derivados del Acuerdo de Paz deben articularse tanto 
mediante instrumentos jurídicos y documentos de políti-
cas pública que defina obligaciones, responsables, metas, 
fuentes de financiación e indicadores de cumplimiento.

	 En ese sentido, más que crear nuevas estructu-
ras burocráticas, es necesario otorgar estabilidad jurí-
dica y presupuestal a los instrumentos existentes. Los 
planes nacionales de desarrollo y los presupuestos anu-
ales deberían demostrar cómo contribuyen al cumpli-
miento de las metas climáticas y ambientales de largo 
plazo. Asimismo, cualquier modificación sustantiva de 
estos instrumentos debería contar con justificación téc-
nica, participación pública y evaluación de sus efectos 
sobre la adaptación, la mitigación, la biodiversidad y la 
construcción de paz.

2.	 Integrar el cambio climático en las 
agendas sectoriales

	 El cambio climático todavía se encuentra en 
buena medida concentrado en el Ministerio de Am-

biente y en algunas entidades especializadas. Para su-
perar esta situación, la adaptación y la mitigación de-
ben incorporarse de manera trasversal y obligatoria en 
las políticas de agricultura, transporte, energía, vivien-
da, salud, educación, hacienda, comercio, seguridad y 
relaciones exteriores.

	 Eso implica que cada ministerio debería contar 
con metas climáticas verificables, presupuesto identifi-
cado y responsables institucionales. La Comisión In-
tersectorial de Cambio Climático y el DNP deberían 
realizar evaluaciones periódicas para determinar si las 
políticas sectoriales son compatibles con la adaptación, 
la reducción de emisiones y la transición justa. Esta me-
dida permitiría evitar que el cambio climático sea trata-
do como una agenda sectorial aislada y favorecería su 
incorporación efectiva en las decisiones de desarrollo.

3.	 Fortalecer las capacidades financieras 
territoriales

	 La experiencia colombiana ha demostrado que 
la formulación de planes climáticos no garantiza su 
implementación. Muchos municipios y departamentos 
carecen de recursos propios, equipos técnicos y capa-
cidad para convertir los planes integrales, los planes de 
desarrollo y los instrumentos de ordenamiento terri-
torial en proyectos financiables. Por ello, el Gobierno 
nacional debería crear un fondo de implementación 
climática territorial, con recursos plurianuales, crite-
rios de distribución basados en vulnerabilidad y me-
canismos de acceso simplificado para municipios con 
menores capacidades financieras, humanas y técnicas.

	 Este fondo debería financiar estudios de ries-
go, sistemas de información, proyectos de adaptación 
basada en ecosistemas, infraestructura resiliente, res-
tauración, movilidad sostenible, seguridad hídrica y 
alternativas productivas. También debería apoyar equi-
pos técnicos regionales permanentes que acompañen 
la formulación, ejecución y evaluación de proyectos. 
La financiación debe priorizar municipios PDET, ter-
ritorios indígenas y afrocolombianos, zonas de fronte-
ra, áreas afectadas por el conflicto y regiones con alta 
exposición a eventos climáticos.
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4.	 Proteger la institucionalidad ambiental 
y de paz

	 La reducción del tamaño del Estado no debe-
ría traducirse en el debilitamiento de las entidades res-
ponsables de proteger los ecosistemas, implementar el 
Acuerdo de Paz o coordinar la política climática. En 
Colombia, la institucionalidad ambiental y la institu-
cionalidad de paz están estrechamente relacionadas, 
especialmente en territorios donde la deforestación, la 
presencia de grupos armados, la pobreza y los conflic-
tos por la tierra se superponen y persisten a pesar de 
los acuerdos de paz o las respuestas armadas.

	 Por ello, cualquier reforma administrativa de-
bería garantizar la continuidad de las funciones técni-
cas, los sistemas de información, las autoridades am-
bientales regionales, los equipos de implementación 
territorial y los mecanismos de participación. Así, la 
eficiencia estatal no debe medirse únicamente por la 
reducción del número de entidades, sino por su capa-
cidad efectiva para prevenir daños, proteger derechos, 
coordinar políticas y producir resultados verificables.

5.	 Reconocer vulnerabilidades diferenciadas
	 Las políticas climáticas deben incorporar de 
manera obligatoria enfoques territorial, étnico, campe-
sino, de género y generacional. Los pueblos indígenas, 
las comunidades afrocolombianas y el campesinado 
enfrentan impactos diferenciados debido a su depen-
dencia de los recursos naturales, la exposición a con-
flictos territoriales, la pobreza, el desplazamiento y las 
barreras históricas de acceso a los servicios públicos y 
a la toma de decisiones.

	 En consecuencia, los instrumentos climáticos 
deberían incluir diagnósticos diferenciados, indicado-
res desagregados, mecanismos de participación cultu-
ralmente adecuados y recursos específicos para estas 
poblaciones. La consulta previa, cuando corresponda, 
la protección de conocimientos tradicionales y la par-
ticipación efectiva deben ser componentes centrales 
de los proyectos de conservación, adaptación, infraes-
tructura y transición energética.

6.	 Articular transición justa y paz ambiental
	 La transición justa debe vincularse explícita-
mente con la implementación del Acuerdo de Paz, los 
PDET, los Planes de Zonificación Ambiental y los pro-
gramas de sustitución de economías ilícitas. La trans-
formación hacia una economía baja en carbono no será 
sostenible si las comunidades que dependen de activi-
dades extractivas o de economías informales no cuen-
tan con alternativas económicas, formación laboral, 
protección de ingresos y acceso a servicios públicos.

	 Por ello, se recomienda crear planes territoria-
les de transición justa para regiones minero-energé-
ticas y zonas afectadas por el conflicto. Estos planes 
deberían identificar trabajadores, actividades económi-
cas, impactos ambientales, actores territoriales y opor-
tunidades de diversificación productiva. 

7.	 Invertir más allá de la respuesta militar
	 La persistencia de las economías ilícitas de-
muestra que la acción militar, por sí sola, no resuelve 
los problemas ambientales ni territoriales. La defores-
tación, la minería ilegal, los cultivos de uso ilícito y el 
acaparamiento de tierras se mantienen atractivos por-
que generan ingresos en contextos donde existen pocas 
alternativas económicas y una débil presencia estatal.

	 Por ello, se requiere una inversión integral y 
sostenida en vías terciarias, educación, salud, conecti-
vidad, crédito, asistencia técnica, titulación, mercados 
campesinos, restauración ecológica y proyectos produc-
tivos sostenibles. La seguridad debe articularse con la 
construcción de capacidades civiles y con la protección 
de líderes sociales y ambientales. La acción estatal de-
bería pasar de una lógica exclusivamente reactiva a una 
estrategia de presencia integral y prevención territorial.

8.	 Superar la securitización de la agenda 
ambiental

	 Vinculado a lo anterior, la degradación ambien-
tal puede estar relacionada con el control territorial de 
grupos armados, pero reducir la política ambiental a 
una cuestión de seguridad nacional puede desplazar 
otros componentes fundamentales, como la adapta-
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ción climática, la participación comunitaria, la justicia 
ambiental y la transición justa. Un enfoque exclusiva-
mente securitario puede favorecer la militarización de 
la conservación y generar conflictos con comunidades 
campesinas, indígenas y afrocolombianas.

	 Se recomienda adoptar un enfoque de segu-
ridad ambiental y climática centrado en la protección 
de derechos, la prevención de riesgos, la gobernanza 
territorial y la construcción de capacidades civiles. Las 
Fuerzas Militares pueden cumplir funciones de apoyo 
logístico y protección, pero la conducción de la política 
ambiental debe permanecer en las autoridades civiles y 
ambientales, con controles democráticos y participaci-
ón ciudadana.

9.	 Fortalecer las veedurías ambientales ciu-
dadanas

	 Las veedurías ambientales deberían reconocer-
se como instrumentos permanentes de control social 
sobre las políticas climáticas, los proyectos extractivos, 
la transición energética, la restauración y los recursos 
destinados a la implementación del Acuerdo de Paz. 
Para ello, es necesario garantizar acceso oportuno a in-
formación, formación técnica, protección a líderes y 
mecanismos de respuesta institucional.

Se recomienda crear un sistema nacional de segui-
mien	 to ciudadano a la acción climática, articulado 
con las personerías, las contralorías, las defensorías 
regionales, las universidades y las organizaciones co-
munitarias. Este sistema podría publicar información 
sobre presupuesto, avance físico, cumplimiento de 
metas, impactos ambientales y participación de comu-
nidades. En territorios de alto riesgo, las veedurías de-
berían contar con protocolos especiales de protección 
y acompañamiento.

10.	Garantizar recursos de largo plazo
	 La fragilidad de la política climática se hace evi-
dente cuando las prioridades cambian con cada gobier-
no. Aunque Colombia cuenta con la Estrategia 2050 y 
otros instrumentos de largo plazo, su implementación 
depende con frecuencia de decisiones presupuestales 

de corto plazo. Para superar esta limitación, se deben 
establecer fuentes permanentes de financiación me-
diante asignaciones presupuestales plurianuales, re-
cursos del impuesto al carbono, cooperación interna-
cional, regalías, fondos ambientales y mecanismos de 
financiación climática.

	 Estos recursos deberían estar protegidos fren-
te a recortes discrecionales y contar con reglas claras 
de asignación. La financiación debe orientarse espe-
cialmente a la adaptación, porque sus beneficios suelen 
ser territoriales y de largo plazo, pero también debe 
apoyar la mitigación, la restauración, la transición justa 
y la implementación ambiental del Acuerdo de Paz.
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